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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase

al  Oficio No. 08081   
17 de julio,  2007

DCA-2463

Licenciada 

Elvia Villalobos Argüello

Alcaldesa

Municipalidad de San Isidro de Heredia

Estimada señora:

Asunto: 
Se emite criterio en relación con la consulta formula por la Municipalidad de San Isidro de Heredia, referida a establecer si es necesario contar con una autorización de la Contraloría General de la República para otorgar escrituras públicas a los beneficiarios del proyecto Barrio Fátima o Ciudadela Municipal. 


Damos respuesta a su oficio sin número, recibido en esta Contraloría General el día 18 de mayo pasado.

I.- Motivo de la consulta: 

De acuerdo con los términos del oficio, la consulta se dirige a establecer si es necesario contar con una autorización de la Contraloría General de la República para otorgar escrituras públicas a los beneficiarios del proyecto Barrio Fátima o Ciudadela Municipal.

Señalan que, dicho proyecto de vivienda nació con sustento en el artículo 4 inciso 4) del Código Municipal anterior, Ley No. 4574 del 4 de mayo de 1970. De acuerdo con esa norma, las municipalidades podían adquirir y fraccionar terrenos mediante compra directa o de acuerdo con lo dispuesto en el Título VI de esa Ley. Una vez acondicionados los terrenos, era posible venderlos al costo y con facilidades de pago a cada jefe de familia. 

Agregan que en 1976, esa Municipalidad adquirió una propiedad para crear un proyecto de vivienda de interés social denominado Barrio Fátima o Ciudadela Municipal. En los años 1977, 1978 y 1979 el Concejo Municipal aprobó la adjudicación de uso de lotes en ese proyecto de vivienda, así como el otorgamiento de escrituras a personas que tenían más de 10 años en la ciudadela.

Mediante la Ley N° 6282 de agosto de 1979 se adicionó el artículo 4 inciso 4) del Código Municipal anterior y con ello se le impusieron a las municipalidades una serie de condicionamientos los cuales no estaban previstos originalmente en dicho Código, entre ellos la autorización de este órgano contralor.

II.- Criterio de la División: 

En efecto, la participación de este órgano contralor en lo que se refiere a programas de lotificación, encontraba su base legal en el artículo 4, inciso 4) del Código Municipal anterior, Ley N° 4574 del 4 de mayo de 1970 el cual disponía:

“(...)   Las Municipalidades deberán adquirir y fraccionar terrenos, preferentemente en las zonas rurales dentro de la jurisdicción territorial administrativa, mediante compra directa o de acuerdo con lo dispuesto por el Título VI de este Código.   Acondicionarán esos terrenos, en la forma prevista en el párrafo anterior, y los venderán al costo y con facilidades de pago, a cada jefe de familia que demuestre al igual que su cónyuge, no tener bienes inscritos a su nombre y que resultare acreedor a tal beneficio, previo estudio socio-económico de los solicitantes; toda previa autorización de la Contraloría General de la República...”   (Énfasis agregado. Así adicionado por ley No.6282 del 14 de agosto de 1979 publicada en La Gaceta No.157 del 24 de agosto de ese mismo año; los subrayados son nuestros).

La norma transcrita establecía la obligación por parte de las municipalidades, de adquirir  terrenos, fraccionarlos y venderlos acondicionados, es decir, dotarlos de distintos servicios, como electrificación, vías de acceso, sistema de acueductos y alcantarillados, iluminación, además de zonas verdes.

Dentro de este orden de ideas,  la participación de la Contraloría General mediante la   autorización que dicho numeral menciona, constituía  un paso previo a la venta de los lotes, y como tal, cuando ésta se solicitaba, era debido a que las obras están finalizándose o bien ya habían sido realizadas.

Ahora bien, para el caso de la Ciudadela Municipal o Barrio Fátima de San Isidro de Heredia,  el caso había sido ya analizado por esta Contraloría General, entre otros, mediante el oficio N° 12274 del 5 de octubre de 1992 y el oficio N° 013109 del 20 de octubre de 1992, ambos emitidos por la entonces Dirección General de Asuntos Jurídicos de esta Contraloría General.  

En el primero de esos oficios se indicó que: “en tesis de principio la adjudicación se llevó a cabo en el año de 1976 ó 1977, es decir antes de que el aludido artículo 4 fuera adicionado por la Ley No.6282 de 1979 y se impusieron una serie de requisitos, de obligado cumplimiento para las Municipalidades, a efecto de llevar a cabo los programas de lotificación”, lo que determinó que fuera innecesaria nuestra autorización.

Con mayor abundancia, el oficio N° 013109 del 20 de octubre de 1992 —que la propia Municipalidad remite— explica que “Al haberse adquirido la propiedad en comentario, con anterioridad al año 1979 y tener la misma un destino específico, sea la construcción de viviendas para personas de escasos recursos económicos, tenemos que el inmueble en sí quedó excluido de los alcances del régimen especial que se instauró tiempo después y como tal afecto a las disposiciones existentes en aquel momento, v.gr, artículo 79 del Código Municipal. Luego, es claro que una autorización como la pretendida no tiene fundamento legal, toda vez que la situación se consolidó con arreglo a los requisitos existentes en esa oportunidad, y según la propia Contraloría General “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas. (Véase artículo 34 de nuestra Carta Magna)”.

En otras palabras, la autorización que la Contraloría General estaba obligada a dar en materia de lotificación para proyectos de vivienda de interés social tenía su fundamento legal en el artículo 4 inciso 4) del Código Municipal Ley No. 4574 del 4 de mayo de 1970, pero esto fue así a partir de la reforma que sufrió dicho artículo mediante la promulgación de la Ley No. 6282 del  14 de  agosto de 1979.  Fue  esta  última  ley  la que  reformó el artículo y lo adicionó en los

 términos citados supra.

Toda vez que la reforma que incluyó la necesidad de solicitar una autorización a la Contraloría General de previo a la venta de los lotes, se hizo mediante una ley del año 1979 y la compra del inmueble que dio origen al Barrio Fátima fue anterior a esa fecha, no era necesario aplicar a la venta de los lotes los requisitos del artículo 4 inciso 4) del anterior Código Municipal reformado por la Ley N° 6282, en especial, lo que respecta a la autorización de este órgano contralor.

Por lo demás, cabe señalar que el anterior Código Municipal Ley N° 4574 del 4 de mayo de 1970 fue derogado por el actual Código Municipal, Ley No. 7794 de 30 de abril de 1998. Con esto, para los casos de adquisiciones de bienes inmuebles por parte de las municipalidades, que se den a partir de la promulgación del nuevo Código Municipal —lo cual no sucede en el caso que se consulta— lo que rige en cambio es el actual artículo 62, el cual remite a la Ley de Contratación Administrativa para toda clase de actos o contratos mediante los cuales una municipalidad use o disponga de su patrimonio, según la normativa se lo permita.

III.- Conclusión:


De acuerdo con lo anterior, y partiendo de los antecedentes existentes sobre el caso particular del Barrio Fátima o Ciudadela Municipal, se reitera que para la venta de los lotes de ese inmueble, no se requiere la autorización de esta Contraloría General. 

  
Dejamos así resuelta su consulta.

Atentamente,

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas

Licda. Ana Marcela Palma Segura

Gerente de División 



Fiscalizadora

AMPS/mst

C  Archivo Central

NI: 9683

Criterios y dictámenes

Código de Trabajo: 2007002476

� Al respecto la Procuraduría General de la República ha señalado que: "La norma transcrita de la Ley No.4574 fue derogada por la Ley No.7794 del 30 de abril de 1998, nuevo Código Municipal, el cual elimina la potestad legal que poseía la Contraloría General de la República para autorizar la venta de lotes municipales en proyectos de interés social realizada por las municipalidades y además elimina la obligación genérica de las municipalidades de imponer limitaciones a las propiedades que adquirieran terceras personas. 


A partir de la promulgación de la Ley No.7794, las municipalidades podrán disponer de su patrimonio mediante toda clase de actos o contratos permitidos - con excepción de las donaciones que deberán ser autorizadas por ley especial - o sea, se da un tratamiento diferente a la disposición de las propiedades por parte de las municipalidades.” Véase el dictamen No. C-222-99 de 8 de noviembre de 1999 y el dictamen No. C-224-2001 del 13 de agosto de 2001.








